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Acta Nro. 174 de mayo 6 de 2009
Decide la Sala la impugnación que la demandante presentó contra la sentencia del 18 de marzo del presente año, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local en la acción de tutela que Consuelo del Socorro Ciro le promovió a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino En Liquidación. 
  



ANTECEDENTES

Con el fin de que se le protegieran los derechos fundamentales al mínimo vital, al trabajo en condiciones justas, al debido proceso, a la seguridad social y a la igualdad, Consuelo del Socorro Ciro demandó a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, entidad que los viene vulnerando, asevera. Precisó que laboró para el Instituto de Seguros Sociales desde el 3 de junio de 1996 hasta el 26 de junio de 2003, fecha en que sin solución de continuidad pasó a ser servidora pública de la entidad demandada, en la que laboró hasta el 13 de noviembre de 2008, cuando ilegal e inconstitucionalmente la empresa suprimió su cargo en cumplimiento de la liquidación ordenada por el Gobierno Nacional; que es madre cabeza de familia y de ella dependen económicamente sus dos hijos menores de edad; que a la demandada, por medio del Decreto 431 del 13 de febrero de 2009 le fue prorrogada la vigencia para culminar su liquidación hasta el 15 de mayo de 2009; que se respetó el reten social de muchas personas en las mismas condiciones suyas, pero la ESE con la negativa de reconocerle igual protección vulneró su derecho a la igualdad, lo mismo que los otros anunciados; que recurre a esta vía para evitar un perjuicio irremediable.

Solicitó, en consecuencia, que se le ordene a la demandada que en un plazo breve e improrrogable proceda a reintegrarla al cargo que estaba desempeñando con el pago de los salarios y los demás  prestaciones laborales dejadas de cancelar desde esta fecha hasta su reintegro.
Admitida la acción se dio traslado a la entidad que en tiempo se pronunció por medio de la apoderada general del liquidador anexando, entre otros documentos, copias de fallos proferidos por distintos despachos judiciales relacionados con el asunto; después de recordar algunas normas relacionadas con la supresión de la ESE, su disolución y la terminación de algunos vínculos, dijo que, en efecto, entre los cargos suprimidos estaba el de Auxiliar de Servicios Asistenciales Grado 21 que ostentaba la señora Consuelo del Socorro Ciro; que por medio de la resolución APL 1372 del 4 de diciembre de 2008 se reconoció a favor de esta la suma de $1’958.698 como liquidación definitiva de prestaciones sociales y la suma de $25’514.972 por concepto de indemnización, sumas consignadas en el Banco Colpatria; agregó que mediante Decreto 431 del 13 de febrero de 2009, se prorrogó el plazo de liquidación de la empresa hasta el 15 de mayo del presente año, pero que luego de analizar algunos antecedentes jurisprudenciales citados por la demandante y revisar su historia laboral no se encontró solicitud alguna referente a ser protegida por el Retén Social como madre cabeza de familia durante el plazo fijado por la ESE en Liquiación, por lo que no se comprende la denuncia sobre la violación de sus derechos, pues no puede la accionante alegar esta condición cuando ya se había dado el hecho cumplido de su desvinculación desde noviembre de 2008 y sólo cuatro meses después quiere hacer valer su derecho como madre cabeza de familia cuando la ESE está a punto de finalizar su estado de liquidación.
Dictó sentencia el juzgado y negó el amparo porque consideró que en el caso de Consuelo del Socorro no se han vulnerado los derechos fundamentales cuya protección reclama en vista de que en relación con la circunstancia alegada de ser “madre cabeza de familia” reconoció que sólo 3 años atrás presentó la documentación para ser incluida como tal pero no ocurrió así y que cuando en el año 2008 se convocó de nuevo para ello, no realizó gestión alguna; que la ESE actuó conforme a los parámetros legales y,  además, se le pagó una considerable suma por concepto de prestaciones sociales e indemnización, frente a la cual no presentó ningún reparo, lo que significa que su mínimo vital fue protegido, así como el de su familia, es decir, que tampoco se hallaba  frente a un perjuicio irremediable.
Impugnó la actora porque en su sentir sí se le causa este perjuicio y porque contrario a lo que adujo el juzgado la acción de tutela no está condicionada al agotamiento de requisitos de procedibilidad que hagan viable su reconocimiento, lo que mencionó porque en el fallo se afirmó que no hizo uso de los mecanismos legales para impugnar los actos administrativos que suprimieron su cargo y que liquidaron todas sus acreencias laborales.
Ahora se resuelve lo pertinente, previas estas: 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, tiene como norte la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando quiera que sean lesionados o amenazados por una autoridad o, en ciertos casos, por particulares, y ha sido desarrollada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992. 
En este caso se pide la protección de varios de esos derechos: al mínimo vital, al trabajo en condiciones justas, al debido proceso, a la seguridad social y a la igualdad, que la demandante estima conculcados por la ESE Rita Arango Álvarez del Pino porque se le comunicó que su relación laboral finalizaba el 13 de noviembre de 2008 sin tener presente su condición de madre cabeza de familia.
Sea del caso decir primero que la demandante precisó en su escrito inicial, y ahora insiste en el de la impugnación, que la acción se propone como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, con el fin exclusivo de que se ordene a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino que la reintegre al cargo que venía desempeñando para la fecha que en que se produjo la supresión, con el pago de los salarios y prestaciones correspondientes.
  
  


Pero un perjuicio irremediable, al decir de la jurisprudencia constitucional es aquel que “(1)  se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental; (2) de ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido; (3) su ocurrencia es inminente; (4) resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, (5) la gravedad de los hechos, es de tal magnitud que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.”
. Más recientemente 
 se han compendiado los elementos que estructuran un perjuicio de esta naturaleza en cuatro: 

“la inminencia,  que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados.”
  

  



En este caso, la Sala comparte los fundamentos expuestos en primera sede para negar el amparo deprecado, porque ni como mecanismo transitorio, ni de manera directa, procedía la solicitud de protección constitucional, ya que no se evidencia actuación de parte de la accionada que hubiese atentado contra los derechos fundamentales cuya protección demanda y mucho menos que frente al acatamiento de una situación legal, que conserva su vigencia, se requiera  adoptar medidas inmediatas, urgentes o impostergables. 

Lo que plantea la demandante, se repite, es que la ESE Rita Arango no tuvo en cuenta su condición de madre cabeza de familia para dar por finalizada su relación laboral en virtud de la supresión del cargo que venía desempeñando y que ordenó el Gobierno Nacional como consecuencia del proceso liquidatorio al que se vio sometida la empresa; pero en ello deja de lado que tal como ella misma lo aceptó, en las oportunidades que se concedieron tanto en el año 2006 como en la anualidad que pasó, no acreditó esa condición para ser incluida en el retén social, como sí ocurrió con otras personas que, por tanto, merecían un trato especial. Es más, manifestó haber tenido conocimiento de la exigencia de la documentación que para el efecto se estaba requiriendo el año inmediatamente anterior pero nada gestionó para suplir las posibles falencias que originaron su no inclusión desde el año 2006 (f. 92, c. 1); y por ello no puede ahora venir a tratar de solucionar tal percance a escasos 2 meses, (ahora sólo unos días), de que termine el proceso de liquidación de la empresa a la que pretende ser vinculada de nuevo, y después de casi 4 meses de haber sido retirada del cargo. 
   



Si consideraba que era sujeto del aludido retén social, le incumbía desplegar todas las diligencias a su alcance para alcanzar esa protección y no solo no lo hizo, sino que aceptó sin reparo el pago que por concepto de prestaciones sociales e indemnización le hizo la entidad, monto con el cual puede subvenir sus necesidades básicas entre el momento de su retiro y la fecha del cierre de liquidación de la empresa, si bien entre una y otra no han de transcurrir más de 6 meses.
  



A propósito de la pasividad de la demandante en la gestión que debía haber realizado para procurarse la inclusión en el retén social que le permitiera conservar su puesto de trabajo hasta la finalización del proceso liquidatorio, ha dicho la Corte Constitucional 
:
“Tal como se ha expresado en esta providencia, en el proceso de reestructuración de las entidades del Estado, la protección de la mujer cabeza de familia se traducía en una estabilidad laboral reforzada, que impedía que en razón de ese proceso fuese desvinculada de la respectiva entidad. Es claro que para acceder a ese beneficio, las personas interesadas debían acreditar de manera suficiente y oportuna su condición. 
 Esto es, para que surgiera la obligación del empleador de mantener la vinculación de la mujer cabeza de familia, el primer presupuesto era que tal condición le hubiese sido oportunamente comunicada, para lo cual se requería que se acreditase suficientemente la condición de mujer cabeza de familia sin alternativa económica. Esto significaba que las personas que cumpliesen los requisitos para acceder a la protección del llamado retén social, debían comunicar su situación al empleador, de tal manera que dicha protección pudiese hacerse efectiva cuando éste pusiese en ejecución el proceso de reestructuración. Eventualmente, de acuerdo con las circunstancias, podría incluso admitirse que ante la terminación de un vínculo laboral que obrase en detrimento de una mujer cabeza de familia, ésta acreditase en esa oportunidad, su especial condición, con el  propósito de enervar la decisión del empleador.          
En el presente caso, observa la Sala que la accionante no adujo su condición de madre cabeza de familia durante la existencia de Telecom, ni al decretarse su liquidación, ni  tampoco al ser retirada de su trabajo. Solamente pasados casi dos años desde su desvinculación y cuando ya había sido concedida la protección a un número significativo de madres cabeza de familia que si acreditaron su condición con anterioridad, presentó una solicitud orientada a que se le diera el tratamiento previsto en la ley para las mujeres cabeza de familia.   
Así, cuando se profirió el Decreto 2062 del 24 de julio de 2003, por el cual se reformó la planta de personal de Telecom en liquidación y se dio por terminada la vinculación de las personas que no hacían parte del retén social, la tutelante optó por reclamar el pago de salarios adeudados, y con posterioridad aceptó sin oposición el pago de su liquidación laboral.
De este modo, no obstante que ahora se manifiesta que desde entonces tenía la condición de mujer cabeza de familia, lo cierto es que en su momento no invocó esa calidad, ni adelantó gestión alguna orientada a obtener la estabilidad laboral reforzada que la ley brindaba a las mujeres cabeza de familia. En esas condiciones, no cabe que, pasados casi dos años, se quiera hacer valer la condición de madre cabeza de familia que al momento de la desvinculación no se alegó, y que con carácter retroactivo se obtengan hoy los beneficios de una situación que debió ser acreditada a su tiempo. Por lo tanto, si la peticionaria afirma que su desvinculación se efectuó con desconocimiento de la protección otorgada por el retén social, debió reaccionar en defensa de los beneficios concedidos a las madres cabeza de familia, actitud que nunca asumió sino hasta pasados dos años después que había sido desvinculada y se le habían pagado los valores de su liquidación laboral.
Atendiendo a lo anterior, es claro que la accionante no acreditó oportunamente ante Telecom en liquidación  su condición de madre cabeza de familia, por lo tanto no se ve como hubiese sido posible que la empresa demandada incluyera a la peticionaria en el retén social y por lo tanto le aplicara el beneficio de la estabilidad laboral para el tiempo en que la accionante lo reclama.” 

  



Lo dicho se traduce, entonces, en que la complacencia de la demandante para acogerse al pago de las prestaciones y la indemnización, la desidia para hacer valer la condición de madre cabeza de familia que ahora predica, el tiempo que transcurrió desde entonces hasta cuando sintió vulnerados sus derechos, y la inminencia del cierre liquidatorio de la entidad, no dan pie para concluir que se le haya vulnerado alguno de los derechos fundamentales que invoca, tales como el mínimo vital, el trabajo y la seguridad social; y si ello es así, tampoco se ve que se le esté causando un daño inminente o que deba adoptarse una medida urgente para conjurar su situación que, se repite, proviene más de su manifestación voluntaria de acogerse al pago de las aludidas sumas, que a la intención de la empresa de vulnerar sus derechos como madre cabeza de familia, calidad que, se insiste, no le demostró oportunamente. 
Otro tanto cabe decir del derecho a la igualdad, porque si a otras personas se les mantuvo dentro del denominado retén social, es porque demostraron que se hallaban dentro de uno de los supuestos de excepción para ese fin; en todo caso, aquí no se demostró tampoco que a otras personas, en las mismas condiciones de la demandante, se les hubiese reintegrado a sus cargos o mantenido en ellos a pesar de no hacer parte de ese grupo de personas de especial protección. 
El fallo de primera instancia, así vistas las cosas, será confirmado. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 18 de marzo del presente año, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local en la acción de tutela que Consuelo del Socorro Ciro le promovió a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino En Liquidación. 

Notifíquese esta decisión a las partes, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992.

Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Sentencia T- 600 de 2002. 


� Sentencia T-080 de 2009


� Ver Sentencias T-225 de 1993 MP Vladimiro Naranjo Mesa; SU-544 de 2001 MP. Eduardo Montealegre Lynett; SU- 1070 de 2003 MP. Jaime Córdoba Triviño; T-143 de 2003 MP. Manuel José Cepeda; T-373 de 2007 MP. Jaime Córdoba Triviño. 


� Sentencia T-231/06


�  Según el artículo 12 de la Ley 790 de 2002: “las madres cabeza de familia sin alternativa económica, las personas con limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan con la totalidad de los requisitos, edad y tiempo de servicio, para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez en el término de tres (3) años contados a partir de la promulgación de la presente ley.”
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